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León, Guanajuato, a 15 quince de junio del año 2009 dos mil nueve. . 
V I S T O S  los autos del proceso administrativo identificado con el número 298/2008-JN, promovido por el ciudadano Daniel Miranda Reyes, en su carácter de Representante Legal de la persona moral denominada: "Centro Promotor de la Vivienda”, Asociación Civil; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación del acuerdo impugnado a la persona moral actora; ya que señala que fue el 26 veintiséis de septiembre del 2008 dos mil ocho; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el acuerdo de fecha 23 de septiembre del 2008 dos mil ocho, dictado dentro del procedimiento con número de expediente DP/106/2007, se encuentra acreditada en autos con el original que del mismo fue ofrecido y admitido como prueba a la parte actora (visible en copia certificada a foja 14 catorce de autos); y que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato al ser emitido por el Director General de Protección al Ambiente en el ejercicio de sus funciones públicas y reconocido por él mismo, al contestar la demanda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Daniel Miranda Reyes en el presente proceso, se encuentra debidamente acreditada con el original de la Escritura Pública número 10,402 diez mil cuatrocientos dos, de fecha 24 veinticuatro de abril del 2008 dos mil ocho, otorgada ante la fe del Licenciado José de la Luz Orozco Rosales, titular de la Notaria Pública número 86 ochenta y seis, en legal ejercicio en este municipio (palpable a fojas 30 treinta a 35 treinta y cinco); que contiene la protocolización del Acta de asamblea general extraordinaria de asociados de “Centro Promotor de la Vivienda”, Asociación Civil, celebrada con fecha 15 quince de abril  del 2008 dos mil ocho; en la que se reforma el Estatuto Segundo de la Escritura Constitutiva de la Asociación Civil, respecto de las facultades del Director o Junta Directiva, así como la cláusula Transitoria Primera para que el Presidente de la Junta Directiva tenga por si sólo esas facultades; derivando de la lectura de la Escritura Pública en análisis, que dicho cargo lo ostenta  el  ciudadano Daniel Miranda Reyes, por lo que, conforme al inciso A) del reformado Estatuto Segundo, cuenta con mandato general amplísimo para pleitos y cobranzas, así como con facultades para iniciar, continuar, tramitar, contestar cualquier clase de juicios, trámites y diligencias, ya sea judiciales, administrativas laborales o fiscales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Documental que constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente proceso. . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .

Que del escrito de demanda así como de su aclaración, se desprende que la actora solicitó a la Dirección General de Protección al Ambiente, una licencia de impacto ambiental para el salón denominado “Azul Calzada” con giro de salón de baile, y que a dicha solicitud, recayó el acuerdo impugnado, en donde se le indica: “Que para operar un establecimiento con giro de salón de baile, se requiere contar con la autorización correspondiente en materia ambiental, así como con las demás licencias y autorizaciones que sean requeridas por otras dependencias municipales o de otros órdenes de gobierno……respecto del expediente administrativo número DP/106/2007, le comunico, que como es de su conocimiento, en fecha 24 de enero del año en curso, esta autoridad emitió la resolución correspondiente………Cabe señalar que no existe resolución dictada por autoridad jurisdiccional competente, que haya ordenado a esta autoridad dejar sin efectos lo actuado dentro del expediente referido.”, acuerdo que la actora considera ilegal al no autorizarse lo solicitado -licencia de impacto ambiental- por la existencia del procedimiento DP/106/2007, constituyendo esto el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .       

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265 fracción VII del mismo ordenamiento, al referir que en lo esencial, no expresa ningún agravio. . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que se plantea por la autoridad demandada, en razón de que el actor sí planteó conceptos de impugnación, los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- Al no haber procedido la causal de improcedencia hecha valer por la autoridad demandada y no advertirse la actualización de alguna otra, que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede a analizar los conceptos de impugnación planteados por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el único concepto de impugnación hecho valer en el escrito de aclaración de demanda, la parte actora en lo sustancial señala que el acuerdo, la orden y el acta de clausura del procedimiento administrativo número DP 106/2007, clausura efectuada el 10 diez de agosto del 2007 dos mil siete, fueron materia del Recurso de Inconformidad número 241/2007-RI, tramitado en el Juzgado Primero Administrativo Municipal, en donde se resolvió el recurso en el sentido de declarar la nulidad de los actos impugnados relativos a la clausura; y que en la actualidad lo actuado en el expediente señalado sigue afectando la operación del salón de fiestas propiedad de la persona moral actora, porque la dependencia demandada no puede autorizar la licencia de impacto ambiental por la existencia del expediente y por otra parte, tampoco puede dejar sin efecto lo actuado en el mismo, debido a que no cuenta con la resolución de impacto ambiental, ni alguna otra resolución que le ordene dejar sin efecto lo actuado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto que, en el escrito inicial de demanda, en los puntos que enumera como 1 uno, 2 dos y 3 tres del capitulo de agravios, establece la actora que el procedimiento administrativo número DP 106/2007 ya fue materia de un diverso proceso, (el señalado recurso 241/2007-RI) al que le fueron detectados vicios de procedimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Concepto de impugnación que resulta inoperante, pues si bien es cierto que, el acuerdo, la orden y el acta de clausura del procedimiento administrativo número de expediente DP 106/2007; clausura efectuada el 10 diez de agosto del 2007 dos mil siete, fueron materia del recurso de inconformidad número 241/2007-RI, y que tales actos fueron declarados nulos en dicha causa administrativa; también lo es que tales actos no son materia del presente proceso administrativo, ya que no fueron impugnados nuevamente, sino que el acto cuya nulidad se demanda es el acuerdo de fecha 23 veintitrés de septiembre del 2008, dos mil ocho, dictado dentro del expediente administrativo número DP 106/2007; el cual es diverso de los declarados nulos por el titular de Juzgado Primero Administrativo Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, también es infundado lo manifestado por la actora acerca de que el procedimiento administrativo número DP 106/2007 ya fue materia de un diverso proceso, (el señalado recurso 241/2007-RI) y que al mismo le fueron detectados vicios de procedimiento; pues los actos que se impugnaron y que se anularon en el referido procedimiento, fueron exclusivamente los señalados; sin que se haya anulado en su totalidad, lo actuado en dicho procedimiento, sino únicamente lo referente a la clausura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, en cuanto a lo que señala la parte actora, acerca de que la operación del salón de fiestas propiedad de dicha persona moral, se ve afectada con el mencionado expediente DP 106/2007, porque la dependencia demandada no puede autorizar la licencia de impacto ambiental por la existencia del expediente administrativo, y, por otra parte, la autoridad tampoco puede dejar sin efecto lo actuado en el mismo, debido a que no cuenta con la resolución de impacto ambiental, ni alguna otra resolución que le ordene dejar sin efecto lo actuado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Manifestación que de igual manera resulta inoperante, en razón de que omite referir los argumentos jurídicos que hicieran patente la supuesta ilegalidad del acto impugnado de que se duele, pues no expone razonadamente porqué considera ilegal su emisión; pues no es suficiente que señale que le afecta el procedimiento administrativo mencionado porque no le han autorizado la resolución de impacto ambiental, sino que es menester señalar los argumentos jurídicos que evidencien la ilegalidad del acto impugnado; y en este caso, debían atacarse los fundamentos citados por la autoridad demandada, contenidos en el propio oficio impugnado; lo que no se hizo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto, resulta aplicable la siguiente Tesis de Jurisprudencia emitida por los tribunales del poder Judicial de la Federación que establece: . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION, INOPERANTES SI NO ATACAN LOS FUNDAMENTOS DEL FALLO RECLAMADO.  Son inoperantes los razonamientos expresados como conceptos de violación, si no atacan debidamente las consideraciones de la sentencia reclamada, puesto que al no estar facultados los tribunales de amparo a suplir la deficiencia de la queja, con excepción de los casos permitidos por la ley de la materia, no se puede analizar oficiosamente la inconstitucionalidad de la resolución combatida.” Octava Epoca. Instancia: TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 56, Agosto de 1992. Tesis: II.3o. J/22. Página: 48. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin que este Juzgador esté en posibilidad de suplir la queja deficiente, al no actualizarse en el caso concreto, ninguno de los supuestos referidos en el artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para concluir, se determina que los conceptos de impugnación expresados por la parte actora, tanto en su escrito de demanda como de aclaración a la misma, son insuficientes en lo general, toda vez que la parte actora no controvierte las consideraciones y fundamentos torales del fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido del acuerdo impugnado en el presente proceso, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . .

OCTAVO.- De lo solicitado por la parte  actora se encuentra lo referente al reconocimiento de su derecho y la condena a la autoridad para el restablecimiento del derecho violado; acciones que se proveen en las fracciones II y III del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De acuerdo a lo señalado en el considerando Séptimo, no resultan procedentes tales pretensiones; pues en primer lugar, no refiere que derecho pretende le sea reconocido ni cual le fue violado; y en segundo lugar, al resultar válido el acto combatido, no surge derecho alguno para el restablecimiento de sus derechos conculcados, ni a la condena, pues tales acciones son accesorias de la de nulidad; siguiendo para ello, el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 103 de la publicación denominada “Criterios 2000-2007” y que establece: . . . . . . . . . . . . 

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar infundados, inoperantes e insuficientes los planteamientos vertidos en los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora en la presente causa administrativa y, no consta en el expediente algún elemento de convicción que desvirtúe la presunción de legalidad del acto impugnado, es por lo que se concluye que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede reconocer la legalidad y validez del acuerdo de fecha 23 veintitrés de septiembre del 2008 dos mil ocho, por el que se da respuesta a las peticiones de la parte actora de fechas 5 cinco de agosto y 10 diez de septiembre del año 2008 dos mil ocho . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce la Legalidad y Validez del acuerdo de fecha 23 veintitrés de septiembre del 2008 dos mil ocho, dictado por el Director General de Protección al Ambiente, dentro del expediente administrativo número DP 106/2007, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre el reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica, ni a la condena a la autoridad; atento a lo señalado en el Considerando Octavo de este mismo fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . 

